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FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el amparo solicitado y. en su virtud:

1.° Reconocer el derecho de la recurrente a la tutela
judicial efectiva.

2.° Anular la Sentencia de la Sección Segunda de la
Audiencia Provincial de Alicante de fecha 10 de diciembre
de 1992. dictada en el recurso de apelación núm. 191/92.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento de dictar
Sentencia para que se dicte nueva Sentencia en la que
se resuelva también sobre la petición formulada de reduc­
ción de la pena de arresto mayor a su grado mínimo o
medio.

Publíquese esta Sentencia en. el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veinte de julio de mil novecientos
noventa y"tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.
Fernando García-Mon y González Regueral. Carlos de la
Vega Benayas. Vicente Gimeno Sendra. Rafael de Mendi­
zábal Allende. Pedro Cruz Villalón.-Firmado y rubricado.

21435 Pleno. Sentencia 264/1993. de 22 de julio
.de 1993. Recurso de inconstitucionalidad
138/1990. Promovido por el Gobierno de la
Nación contra determinados preceptos de la
Ley de las Cortes de Aragón 9/1989. de 5 de
octubre. de Ordenación de la Actividad Comer­
cial en Aragón. Voto particular.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compusto por don
Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer. Presidente; don
Luis López Guerra. Vicepresidente; don Fernando Gar­
cía-Mon y González-Regueral. don Carlos de la Vega Bena­
vas. don Eugenio Díaz Eimil. don José Gabaldón López.-don
Rafael de Mendizábal Allende. don Julio Diego González
Campos. don Pedro Cruz Villalón y don Caries Viver Pi-Sun­
ver. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstituciOnalidad núm. 138/90.
interpuesto por el Abogado del Estado. en representación'

. . ción contra los
arts. 6.2. 15.3 c). 24. 25.1.30.2. 35. 38.2. 39.3. 56 b). k).
1) y r) y la Disposición transitoria cuarta de la Ley de las
Cortes de Aragón 9/1989. de 5 de octubre. de Ordenación
de la Actividad Comercial en Aragón. Han sido partes las
Cortes de Aragón. representadas por su Presidente. don
Juan Bautista Montserrat Mesanza. y la Diputación Gene­
ral de Aragón. representada por el Letrado de la misma
don Juan Antonio García Toledo. Ha sido Ponente el
Magistrado don Julio Diego -González Campos. quien
expresa el parecer del Tribunal. .

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado el 16 de enero de
1990. el Abogado del Estado. en representación del Pre­
sidente del Gobierno de la Nación. interpuso recurso de
inconstitucionalidad contra los arts. 6.2. 15.3 c). 24. 25.1.

30;2. 35. 38.2. 39.3. 56 b). k) 1) y r) y la Disposición tran­
sitoria cuarta de la Ley de las Cortes de Aragón 9/1989.
de5 de octubre. de Ordenación de la Actividad Comercial
en Aragón. haciendo el recurrente expresa invocación de
lo dispuesto en el arto 161.2 C.E. Funda el Abogado del
Estado su pretensión en las consideraciones que seguida-
mente se resumen: "

A) El art. 6.2 de la Ley autonómica dice así:

«No obstante lo dispuesto en el número anterior. el
Departamento de Industria. Comercio y Turismo podrá. a
petición de asociación o asociaciones de comerciantes
legalmente reconocidas. establecer con carácter excep­
cional y por un período de tiempo determinado el horario
a qué deberán de someterse determinados sectores de la
actividad comercial. .

La resolución .adoptada por el Departamento de Indus­
tria. Comercio y Turismo deberá razonar los motivos excep­
cionales que justifiquen la adopción de dicha decisión. En
todo caso serán oídas previamente las asociaciones de
consumidores y usuarios implantadas en el territorio de
la Comunidad. así como las org(lnizaciones sindicales más
representativas dél sector».

Pues bien: tales preceptos contravienen directamente
el arto 5 del Real Decreto-Iey 2/1985. de 30 de abril. sobre
Medidas de Política Económica. que establece la libertad
de horarios para los locales comerciales en todo el terri­
torio del Estado. La formulación autonómica permite la
limitación de esta libertad. si bien sólo en casos excepcio­
nales. y por ello mismo es incompatible con la libertad de
horarios proclamada por el legislador estatal. Los princi­
pios generales sobre la articulación de las competencias
estatales y automáticas en esta materia han sido precisa­
dos rjgurosamente por la STC 88/1986. que recoge lo que
ya venía siendo doctrina del Tribunal en las
SSTC 44/1984 y 165/1985 sobre la unidad económica.
Igualmente. es claro y terminante el fundamento jurídi­
co 4.° de laSTC 29/1986. Toda esta doctrina de la unidad.
que permite un ámbito amplio de legítima competencia
estatal. el cual puede llegar a las cuestiones de detalle e.
incluso. de ejecución. es actualmente un criterio muy con-

. solidado en el Tribunal. Arranca ya de la STC 37/198t
- y sigue con la fun9amental STC 1/1982. para continuar

con las Sentencias que se acaban de citar. De esta suerte.
el principio de unidad es un auténtico horizonte herme­
néutico de los preceptos constitucionales. siendo un prin­
cipio interpretativo de uso legítimo. no sólo para los
arts. 131.1. 138.2 y 139.2 C.E.• sino para la distribución
de competencias autonómicas entre el Estado y las Comu­
nidades Autónimas. según resulta del bloque de las cons­
titucionalidad. La STC 29/1986 va incluso más allá. pues
de ella se deduce que el principio de unidad sirve de fun­
damento a una competencia sustantiva del Estado. Por
otro lado. la misma Sentencia excluye para esta regulación
estatal la necesaria aplicación del arto 131 CE Otro criterio
a CI ar es e con en! o en a .'
un cierto precepto «sólo puede emanar del Estado. pues
así lo exige la precisión en el ejercicio de competencias
y lo demanda la garantía de la uniformidad de las condi­
ciones de vida más allá del territoro de una Comunidad
Autónoma» (fundamento jurídico 9,°). También es funda­
mental la STC 179/1985. que contiene un desarrollo de
la noción «medida que cabe considerar esencial». Todo
ello sin negar las competencias autonómicas. que con­
curren con las estatales en estos casos. como también
recoge la STC 29/1986.

A la luz de toda esta doctrina. hay que examinar ya
el- concreto ejercicio de las competencias estatales en
materia de ordenación unitaria de la actividad económica.
y concretamente el Real Decreto-Iey 2/1985. denomina­
do precisamente de «Medidas de Política Económica». En
este Real Decreto-Iey se establece el principio de libertad
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de horarios (art. 5) frente a la posibilidad de limitación que
se establece en el precepto impugnado. La contradicción
entre ambos parece clara e insalvable. Frente a un prin­
cipio general de libertad se establece la posibilidad inde­
terminada de limitación. Por ello. únicamente resta por
encajar la norma estatal en las competencias estatales que
resultan del bloque de la constitucionalidad.

B) En el caso presente existe un matiz diferenciador
con relación al resuelto por la STC 88/1986. en el que
toda la construcción jurídica se apoyaba sin más sobre la
Constitución y el Estatuto de Autonomía; de ahí las abs­
tractas referencias a la unidad del orden económico nacio­
nal y a la existencia de un mercado único que supone la
igualdad de las condiciones básicas de ejercicio de la acti­
vidad económica. Pues bien. en este caso. tal unidad ha
sido concretamente establecida. para algunos aspectos.
por una norma estatal específica: el Real Decreto-Ley
2/1985. Nos encontramos. por tanto. ante una configu­
ración legal concreta de la unidad económica yde mer­
cado. establecida por una Norma con ragon de Ley. Ello
permite completar la abstracta formulación de la
STC 88/1986 con un concreto apoyo de la competencia
estatal ejerciada. realizada al amparo no sÓlo del
arto 149.1.1 C.E.• sino del más concreto arto 149.1.13 C.E.

Resulta por ello de especial aplicación la doctrina de
la STC 29/1986. En dicha Sentencia. reiterándose la doc­
trina de la STC 1/1982. se afirma que la exigencia de uni­
dad económica es «más imperiosa» en los Estados com­
puestos. como el español actual. Y se dice que la unidad
del orden económico es el «presupuestonElcesario» para
que el reparto de competencias entre el Estado y las Comu­
nidades Autónomas no conduzca a resultados «disfuncio­
nales y disgregadores». Esta doctrina viene conectada
directamente con la de .Ia «cuádruple unidad». ya enun­
ciada en otras Sentencias (SSTC 44/1984 y 165/1985).
Así. el principio < de unidad. que ya arranca de la
STC 37/1981. constituye el horizante hermenéutico de
diversos principios constitucionales y su uso debe consi­
derarse correcto para interpretarla distribución de com­
petencias. Esta competencia permite incluso regulación
de detalle (STC 29/1981. fundamento jurídico 4.°) y no
se encuentra necesariamente ligada a la planificación pre­
vista formalmente en el arto 131 C.E. (fundamento jurídi­
c() 3.°). Tampoco se cuestiona la legItimidad del Real
Decreto-Iey. habiendo admitido el Tribunal el ejercicio de
competencias estatales incluso por Orden Ministerial
(SSTC 11/1986 y 96/1984).

Siendo patente la contradicción entre ambas Normas
e incuestionable el enmarcamiento de la Norma estatal en
la regulación de la economía general. la única duda que
puede existir es la expresión «sin perjuicio de las compe­
tencias de las Comunidades Autónomas» que recoge el

. art. 5 del Real Decreto-Iey. Por lo demás. el principio de
libertad es claro y preciso. incluyendo la «venta y distri­
bución». el «horario de apertura y cierre» y los «días y
números de horas de la actividad semanal». La contradic­
ción con la Norma estatal es manifiesta. A propósito de
la dudaseñalada. se ha de indicarren primer lugar. la con­
dición de norma básica del Real Decreto-Iey. recogida
expresamente en su Preámbulo. que invoca el arto 149.1.1
Y 13 C.E.;· en segundo lugar. la condición de ordenación
economlca «matenah>. igualmente recogida en el Preálll-
bulo; en tercer lugar. su carácter de «medida» de conjunto.
En tal sentido. no es separable el arto 5 del conjunto del
Real Decreto-Iey. que es una medida como tal y que con­
tiene medidas concretas como subelementos de su estruc­
tura global. El fin unitario del Real Decreto-Iey es. según
su Preámbulo. «potenciar la demanda interna». lo q~
caracteriza como tal medida sin perjuicio de las finalidades
específicas de cada una de sus normas. Además. en el pre­
sente caso es aún más clara la interpretación del inciso
«sin perjuicio de las competencias...». ya que ninguna com-

petencia prevista en el arto 148.1 C.E. puede fundar esta
alteración del régimen general. alteración que se establece
mediante unadeslegalización carente de todo criterio
material (lo que la hace de mayor entidad y en ejercicio
de una competencia no exclusiva. de desarrollo legislativo
y ejecución).

C) Los arts. 15.3 c). 24. 25.1. 38.2 y 39.3 de la Ley
de las Cortes de Aragón se impugnan conjuntamente por
dos razones: primera. porque suponen una intromisión en
el ámbito de la defensa de la competencia. reservado al
Estado; segunda. porque suponen una alteración de las
condiciones básicas del derecho a la libertad de empresa.
no amparado en competencia alguna prevista en el
arto 148.1 C.E. Tras recoger extensamente la doctrina de
la STC 88/1986 (fundamento jurídico 4.°). afirma el Abo­
gado del Estado que los arts. 15.3 c)y 39.3 de la Ley auto­
mática tienen como fin aparecer con toda claridad en el
primero de dichos preceptos. seg'ún la cual el P(an General
para el Equipamiento Comercial de Aragón tendrá entre
sus principales objetivos el de «proteger la libre compe- ­
tencia dentro de la defensa de la pequeña y mediana
empresa». y debe repararse en que este texto es totalmen­
te operativo. púesto que es uno de los objetivos que la Ley
predetermina para el Plan y. por tanto. uno de los fines
de la potestad de planificación comercial; en consecuen­
cia. al ser uno de los fines de la potestad. es un elemento
de control de la legalidad del futuro Plan. Y. con arreglo
al mismo. se concederá o denegará. v. gr.. la licencia espe­
cial de las grandes superficies que prevé la Disposición
transitoria cuarta. En definitiva. es un elemento reductor
de la discrecionalidad de importantes potestades adminis­
trativas y fundamentador de las mismas; por ello. debe
estar necesariamente amparado por el correspondiente
título competencial. que en este caso corresponde clara­
mente al Estado.

En cuanto al arto 39.3. que se refiere a la venta a pér­
dida --,aquella que se hace a un precio inferior al de compra
o reposición-o no pretende nunca defender al consumidor.
que siempre es beneficiado por esta práctica. como es
obvio. sino exclusivamente proteger a la libre competen­
cia. ya que este tipo de venta a quien puede perjudicar.
es a otros comerciantes. Ello bastaría para apreciar la
inconstitucionalidad de este texto legal. Sin embargo. ello
aparece con explícita claridad en los apartados que com­
prende el precepto. donde la defensa de la competencia
está clarísima como finalidadprevalente legal. Sólo puede
plantear dudas el último apartado del precepto. en donde
existe una finalidad de evitar que se induzca a-error a los
compradores; pero a los que realmente trata de proteger
es a los fabricantes y distribuidores de los otros productos
de venta en el mismo establecimiento y a los comerciantes
de otros establecimientos donde no se realiza la práctica.
Nuevamente nos encontramos ante la defensa de la com­
petencia como finalidad prevalente. lo que determina la
inconstitucionalidad de la totalidad del precepto.

Los arts. 24 y 25.1 van dirigidos igualmente a la defen­
sa de la competencia. como fin primordial. y. en todo caso
suponen una prohibición general de determinadas prác­
ticas comerciales que resulta desproporcionada para los
fines que puede perseguir el legislador autonómico y que
no halla amparo en el art.148.1 C.E. La finalidad del arto 24
es protege. la lible competellcia.La protección al consu
midor está. en realidad. garantizada por el segundo inciso
del precepto. El primer inciso trata de evitar un determi­
nado tipo de oferta comercial. que pretende privilegiar sus
ventas o favorecerlas indebidamente. en detrimento de
quienes no realicen esas prácticas. Igual finalidad preten­
de. con claridad. el arto 25.1. Además. ambos preceptos
contienen una prohibición general de determinadas moda­
lidades de venta. prohibición que es desproporcionada. en
su generalidad. al único fin legítimo que puede perseguir
el legislador autonómico desde un punto de vista compe-
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tencial: la protección del consumidor. Y no se encuentra
ningún título previsto en el arto 148.1 C.E. que pueda fun­
dar suficientemente estas prohibiciones. En conclusión,
los textos legales infringen aquí también el art.149. 1 C.E.
y el propio arto 36 del Estatuto de Autonomía de Aragón.

En las mismas infracciones incurre el arto 38.2 de la
Ley. que establece. refiriéndose a las ventas promociona­
les. que «sólo serán lícitas cuando respeten lo dispuesto
en los artículos siguientes y demás legislación vigente que
les sea de aplicación». En primer lugar, esta restricción pre­
tende proteger a los comerciantes que no realicen estas
prácticas y, por tanto. a la libre competencia. y, sobre todo.
es una restricción excesiva, habiendo anulado el Tribunal
un precepto similar [cfr. STC 28/1986, fundamento jurí­
dico 8.0 d). cuya doctrina es aquí de plena aplicación,
como igualmente al arto 39.3 de la Ley autonómica].

D) Los arts. 24, último inciso, 30.2 y 35 de la Leyara­
gonesa entran en el ámbito del Derecho mercantil y obli­
gacional. reservado al Estado por el art. 149.1.6 y 8 C.E.,
tal y como esta competencia ha sido precisada y delimi­
tada por la doctrina del Tribunal Constitucional. En cuanto
al arto 24. segundo inciso, si su finalidad es preferentemen­
te la de proteger al consumidor. ocurre. sin embargo, que
es claramente una regulación de obligaciones inter priva­
tos, ya que se refiere al nacimiento de obligaciones (pago,
depósito o restitución) típicamente civiles o mercantiles. \
Resulta. pues, de plena aplicacióJ"! lo dicho por el Tribunal
en la STC 88/1986 [fundamento jurídico 8.0 c)].

También en el caso de los arts. 30.2 y 35 se trata de
la regulación de obligaciones inter privatos, en la línea ya
señalada por el Tribunal desde su STC 37/1981. El pri­
mero de los preceptos citados regula una facultad típica­
mente contractual. como es la rescisión. prevista hoy en
los arts. 1.290 y ss. del Código Civil. Igualmente. elart. 35
contempla una responsabilidad obligacional, derivada de
una modalidad. de venta; extracontractual en el caso del
primer responsable y contractual en el caso del segundo,
suponie"ndo la primera y la solidaridad de ambas un novum
en la regulación civil de la responsabilidad extracontrae­
tual y de las obligaciones solidarias. En todo caso, su ámbi-
to es claramente inter privatos. .

E) La Disposición transitoria cuarta supone, en pri­
mer término, una violación del principio de autonomía
municipal contenido en el arto 140 C.E. y concretado en
los arts. 2.1 y 25.2 d) de la Ley 7/1985. de 2 de abril, regu­
ladora de las Bases del Régimen Local (L.B.R.L.); En efecto,
el arto 2.1 L.B.R.L. establece el derecho de los Municipios
a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente al
círculo de sus intereses. lo que aquí ciertamente no ocurre.
puesto que perfectamente puede suceder que el Munici­
pio donde vaya a intalarse el centro comercial no se
encuentre concretamente. representado en la Comisión
Provincial de Equipamiento Comercial, que otorga la licen­
cia especial que prevé esta disposición. Y de ningún modo
puede b~~tar la genérica representación muni~ip~1 que en

. .
otorgamiento de una licencia especial para un centro
comercial debe intervenir necesariamente el Ayuntamien­
to afectado. Además. la gestión y ejecución urbanística es

. competencia municipal, según el art. 25.2 d) L.B.R.L., y
parte. por tanto, de la autonomía municipal, en su actual
conformación legal y básica. Por ello. también. el precepto
impugnado resulta inconstitucional en cuanto desconoce
esta competencia municipal.

Por otra parte. esta disposición resulta también con­
traria al arto 149.1.1 C.E.. en cuanto altera las condiciones
básicas de un derecho fundamental como es el de libertad
de empresa. recogido en el arto 38 C.E. Ello es así porque
introduce una restricción que no existe en el resto del terri­
torio (y que es distinta de la licencia de apertura municipal
que contempla la Ley en su arto 13) y que afecta, sin duda,
a la libertad de establecimiento. Esta restricción consiste

en someter el establecimiento de las denominadas gran­
des superficies a una licencia especial, para la que la Ley
no ofrece regulación material mínimamente suficiente,
diseñando unos criterios amplios e imprecisos de muy difí­
cil control jurisdiccional. Estos criterios son, además, más
bien propios del ejercicio de la libertad de empresa, ya que
son esencialmente criterios de mercado; y suponen des­
dibujar las necesarias garantías de los empresarios comer­
ciales para su establecimiento, convirtiendo el futuro otor­
gamiento o denegación de esta licencia en algo realmente
difícil de predecir. Ello supone una sustancial alteración
de su libertad de empresa, que viola elart. 149.1.1 C.E.
y que no está amparado por ningún título competencial
previsto en el arto 148.1 C.E., ni resulta mínimamente pro­
porcional a la protección del consumidor. Por ello. debe
declararse inconstituciona 1.

F) Por conexión. se impugna el arto 56, en sus apar­
tados b), k). 1)- y r), que contemplan como infracción el
incumplimiento de los preceptos impugnados.

Concluye el Abogado del Estado con la súplica de que
el Tribunal dicte Sentencia por la que declare la incons­
titucionalidad de tales preGeptos. Por medio de otrosí,
suplica, asimismo, que, habiéndose invocado expresamen­
te por el--Gobierno el arto 161.2 C.E., se acuerde la suspen­
sión de la vigencia y aplicación de los referidos preceptos.

2. Mediante providencia de 29 de enero de 1990,
la Sección Tercera del Tribunal acordó: 1) admitir a trá­
mite el presente recurso de inconstitucionalidad y dar tras­
lé,ldo de la demanda y documentos presentados, conforme
establece el arto 34.1 LOTC, al Congreso de los Diputados
y al Senado, por conducto de sus Presidentes, así como
a las Cortes y a la Diputación General de Aragón,al objeto
de que en el plazo de quince días pudieran personarse en
el procedimiento y formular las alegaciones que estimasen
convenientes; 2) habiéndose invocadQ por el Presidente
del Gobierno el arto 161.2 C.E., comunicar a los Presiden­
tes de las Cortes y de la Diputación General de Aragón
la suspensión de la vigencia y aplicación de los preceptos
recurridos desde la fecha de su impugnación, según dis­
pone el art.30 LOTC; 3) publicar la formalización del
recurso y la suspensión acordada, para general conoci­
miento, en el ((Boletín Oficial del Estado» y en el de Aragón..

3. Mediante escrito registrado el 8 de febrero
de 1990, el Presidente del Congreso de los Diputados
comunicó el acuerdo de la Cámara de no personarse en
el procedimiento ni formular alegaciones, con remisión a
la Dirección de Estudios y Documentación de la Secretaría
General.EJ siguiente 9 de febrero se recibió un escrito del
Presidente del Senado mediante el que se rogaba que se
tuviera por personada a dicha Cámara en el procedimiento
y por ofrecida su colaboración a los efectos del
arto 88.1 LOTC.

4. Por escrito registrado el 14 de febrero de 1990.
a IpU aClon enera e ragon, re
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patible con las competencias autonómicas. No se puede
contemplar el principio de libertad de horarios fijado en
el arto 5 del Real Decreto-ley 2/1985 sin considerar las
competencias de las Comunidades Autónomas a las que
el mismo precepto se refiere. Y cabe recordar que la Comu­
nidad Autónoma de Aragón posee competencia sobre
esta materia. Se refiere. asimismo. el Abogado del Estado
al carácter de «ordenación económica material» del prin­
cipio de libertad de horarios. carácter que se deduce del
Preámbulo del Real Decreto-Iey 2/1985. Aun admitiendo
dicha calificación. la finalidad que dicho Preámbulo otorga
a la medida permite comprender rápidamente que el orde­
namiento material en modo alguno queda- afectado por la
norma impugnada. La sola posibilidad de limitación de
horario. con carácter transitorio y excepcional. no es obs­
táculo para la consecución de los fines descritos en'el men­
cionado Preámbulo. Tampoco hay. obviamente. deslega­
lización alguna. ni se afecta a la competencia estatal en
materia de planificación económica. En conclusión. el
arto 6.2 no desarrolla en sí competencia alguna. En todo
caso. el ejercicio de competencias en materia de horarios
comerciales estaría amparado por el título competencial
«comercio interior». siempre en el respeto a la legislación
básica del Estado. En este caso. dicha legislación establece
el principio general de libertad de horario. Del equilibrio
constitucional derivado del juego de los principios de uni­
dad y autonomía se deduce fácilmente que el ejercicio de
competencias autonómicas en esta· materia siempre
podría suponer el establecimiento de determinados límites
a dicho principio general. siempre que fueran proporcio­
nados a los fines establecidos por el legislador. Pero la nor­
ma impugnada no llega ni a alterpr el principio general.

B) Por lo que atañe a la impugnación de los
arts. 15.3 c). 24. 25.1. 38.2 y 39.3 se ha de decir. con
carácter general. lo siguiente: en primer lugar. la Comu­
nidad Autónoma Aragonesa posee competencias de
desarrollo legislativo y ejecución en materia de defensa
del consumidor y usuario en el marco de la legislación bási­
ca del Estado. Además. es a ella a quien corresponde fun­
damentalmente cumplir. en su ámbito territorial. el man­
dato constitucional contenido en el arto 51 C.E.
(STC 88/1986. fundamento jurídico 4.°). En segundo
lugar. la competencia estatal sobre defensa de la compe­
tenciaes ún aspecto de la ordenación del mercado. Tam­
bién lo es la defensa de ~os consumidores y usuarios. Esta­
mos así ante dos campos. uno estataly otro autonómico.
de difícil deslinde. Sin embargo. el Tribunal Constitucional
ha fijado ya los criterios que permiten tal deslinde en la
STC 88/1986 (fundamento jurídico 4.°). En tercer lugar.
en la indicada Sentencia se define la defensa de la com­
petencia. Habrá que observar. por tanto. silos artículos
impugnados entran dentro del ámbito fijado por esta defi­
nición. Porque es necesario recordar que la·defensa de la
competencia derivada del derecho a la libertad de empre­
sa y del consecuente orden económico. contemplados en
elart. 38 C.E.. precepto que vincula a todos los poderes
públicos. incluida. claro está. la Comunidad Autónoma de
Aragón. Finalmente. la violación de las condiciones bási­
cas de la libertad de empresa sólo tendría lugar si elciu­
dadano se encontrara en situación sustancialmente dife- .
rente a la que se encontrarla de llevar a cabo su actividad
en cualquier otra parte de España (STC 37/1981. funda­
mento jurídico 2.°). La STC 37/1987 (fundamentojurídi­
co 9.°) destaca que la igualdad de trato garantizada por
elart. 149.1.1 C.E. no es sino una igualdad básica o esen­
cial. Ese artículo no garantiza una igualdad absoluta.
incompatible por lo demás con el principio de autonomía.
sino una igualdad esencial. que deberá interpretarse res­
trictivamente.

Dicho lo anterior. y examinando cada uno de los pre­
ceptos recurridos. es de observar que el arto 15.3 c) tiene
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un carácter no normativo, en tanto que no supone inno­
vación alguna del ordenamiento jurídico, suponiendo la
asunción de un objetivo al que se encuentran vinculados
todos los poderes públicos. En efecto, el artículo se limita
a señalar que la defensa de la competencia (principio cons­
titucional) será objetivo del Plan. Y es que, aunque no figu­
rase como objetivo explícito, así sería. No es concedible
que el Plan no se ajustase al principio de libre competencia.
Lo que sucede es que para e"o no tendrá que regular nada,
sino atenerse en esta materia a la normativa estatal.

Respecto del arto 39.3, la finalidad de su apartado c)
no es «proteger a los fabricantes y distribuidores de los
otros productos en venta)), sino, simplemente, evitar que
los consumidores puedan ser objeto de engaños. Los apar­
tado a) y b) no contienen prohibiciones absolutas, sino que
se refieren a conductas sistemáticas. Es evidente que la
reali~ación de .las mismas, tanto la eliminación de un ofe­
rent~ deLmercado como el desprestigio de una imagen,
son perjudiciales para los consumidores, ya que en el pri­
mer supuestq verán reducida ,su capacidad de elección y
en el segundo se verán engañados. Por lo demás, hay que
recordar que estas prácticas, desde el punto de vista de
la defensa de la competencia, 'e~tán ya prohibidas pc;>r el
arto 1 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de
la Competencia. La Ley aragonesa se limita a contemplar
aquí las mismas desde ,la perspectiva de la defensa de los
legítimos intereses de consumidores y usuarios.

Los arts. 24 y 25.1 contemplan la prohibición de dos
modalidades específicas de ventas no sedentarias, que
pueden causar graves perjuicios a los consumidores y
usuarios. Son normas meramente preventivas. Se dice que
dicha prohibición vulnera la igualdad de condiciones bási~

caso Pero es notorio que la prohibición de estas modali­
dades no puede suponer, como no lo supuso laprohibición
de venta condicionada por la Ley 1/ 19~3, de 18 de febre­
ro, de la Comunidad Autónoma catalana, vulneración del'
arto .149.1.1 C.E. (STS 88/1986, fundamento jurídico 7.°).
Además"la Comunidad Autónomade Aragón no sólo tiene
competencias en materia de ccdefensa del consumidor y
usuario)), sino también en materia de cccomerciointerior))
y ambas tienen carácter más específico que la cláusula
genérica contenida en el arto 149.1.1 C.E. Por último, acer­
ca de la posible concurrencia del título competencial cede­
fensa de la competencia)), se ha de señalar que, si ésta
se refiere a la regulación de las relaciones entre empre­
sarios (STC 88/1986, fundamento jurídico 4.°). parece
imposible observar la misma en cualquiera de los dos pre­
ceptos impugnados. En cambio, se observa una clara fina­
Iidadde protección del consumidor que, conjuntamente
con la competencia para regular el comercio interior, da
cobertura a estos preceptos. ;

A propósito del arto 38.2, es difícil entender que,
pudiendo regular las ventas promocionales, se impugne
un artículo ue se limita a rocordar que sólo serán lícitas
las que respeten lo Ispuesto en a egls aClon vigente.
Máxime si se observa que de los preceptos dedicados a
las ventas promocionales sólo se impugna un inciso del
arto 38 y ello por razones bien diferentes. Es preciso tam­
bién subrayar las diferencias de este precepto con el
correspondiente de la Ley catalana declarado inconstitu­
cional. Este establecía unas importantes restricciones a las
ventas cea pérdida)), prohibiendo varias de sus modalida­
des, lo que el Tribunal estimó que incidía en el ámbito de
la libre concurrencia. Por su parte, el arto 38.2 de la Ley
aragonesa no establece prohibición alguna. En ningún
caso se proscribe la realización de ventas promocionales
en modalidades diferentes de las previstas por la Ley. El
artíc~lo lo único qL!e señala es que, cuando las ventas pro­
moclonales se realicen conforme a una de las modalidades
contempladas en la propia Ley o en otra norma, deberán
cumplir lo dispuesto en las mismas. Por todo ello, no hay

razones para considerar inconstitucional el precepto
impugnado.

C) La Abogacía del Estato impugna los arts. 24 (úl­
timo inciso), 30.2 y 35 por entender que entran en el ámbi­
to del Derecho mercantil y obligacional. Como señala el
recurrente, la intención del inciso final del arto 24 no es
otra que la protección del consumidor y del usuario. Pero
es que, además, en ningún caso se puede decir que se
introduzca un novum en la relación inter privatos. Es mera
consecuencia del primer inciso. Si se prohíben determina­
das modalidades de venta, ninguna innOVación del o'rde­
namie!1to jurídi.co supone decir que si se realizan dichas
modalidades el consumidor no contraerá ninguna obliga­
ción. No existe, pues, regulación mercantil en dicho pre-
cepto. '

Elart. 30.2 no establece una modificación cualitativa
del ordenamiento juríctico-mercantil. Supone, simplemen­
te, una ampliación del plazo de restricción que tiene la fina­
lidad esencial de proteger al consumidor. Tampoco en el
art. 35 existe innovación alguna del ordenamiento jurídico
y, por tanto, invasión de los correspondientes títulos com­
petenciales alegados por la Abogacía del Estado. El art. 35
se limita a consignar una relación de solidaridad, ya exis­
tente,éntre el titular de la explotación comercial de una
máquina y el titular del establecimiento donde ésta se ubi­
que. La reafirmación de esta relación no tiene otra finalidad
que destacar su significado como defensa del consumidor.

D) La Disposición transitoria cuarta respeta todos los
criterios que han servido al Tribunal para configurar la'
autonomía local (STC170/1989, fundamento jurídi­
co 9.°). Los Municipios participan en la decisión. Lo que
hace la Leyes reglar la intensidad de esa participación,
ejerciendo una opción válida, sin que se pueda ,decir que
vulnere la garantía Institucional de la autonomía local. Ade­
más, hay que señalar que nos encontramos ante un régi­
men transitorio. Es, por tanto, una situación excepcional.
qu~ ~~Io,en relaCión con el articulado de la Ley podrá ser
enJUICiada. De otra parte, no es posible olvidar que la aper­
tura de un establecimiento definido como gran superficie
supone la afección de intereses supralocales, al afectar a
los Municipios contiguos, y al interesar, en general; a toda
la estructura comercial de la Comunidad Autónoma. Por
ello, no parece posible que, ni siquiera transitoriamente,
la Comunidad Autónoma. Por ello, no parece posible que,
nisiq~iera transitoriamente, la Comunidad Autónoma y
otros Interesados se encontrasen al margen de deCisiones
que vé;ln a condicionar en el futuro de manera importante
la estructura comercial de Aragón. Sin duda, esta dispo­
sición establece límites a la autonomía loéal. Pero, dada
la clara existencia de intereses supralocales, nada puede
objetarsea dichos límites (STC 170/1989, fundamento
jurídico 9:°).

Finalmente, en' relación con la posible vulneración de
la cláusula contenida en el arto 149.1.1 C.E., se ha de seña-. .. .,. o
de libertad de' empresa., Simplemente; la·, disposición
recurrida supone una regulación ligeramente diferente de
una pequeña,manifestaéióndel mismo. Por otra parte, se
ha de recordar que el Estatuto de Autonomía de Aragón
recoge el título competencial de cccomercio interioD>, en
desarrollo del cual esta Disposición transitoria se encuen­
tra perfectamente amparada, sin que en ningún caso pue­
da decirse que vulnera las bases estatales.

El Presidente d'e las Cortes de Aragón concluye $U
escrito de alegadohes con la súplica de que en su día se
dicte Sentencia mediante la que se desestime en todos
sus pedimentos el recurso de inconsti~ucionalidad.

7. La representación de la Diputación General de Ara­
gón evacuó el trámite otorgado por escrito registrado el 5
de marzo de 1990, en el que se contienen las argumen­
taciones que a continuación, y en síntesis, se consignan:

'1
I
I

I

j
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A) El propio Preámbulo de la norma legal a que se
refiere el recurso deja muy claro cuáles son los títulos de
su legitimación competencial: por una parte. la competen­
cia exclusiva atribuida por el arto 35.1.13 del Estatuto de
Autonomía en materia de «ferias y mercados interiores»;
en segundo lugar. la competencia igualmente exclusiva
para la planificación de la actividad económica y el fomen­
todel desarrollo.económico de la Comunidad Autónoma.
dentro de los objetivos marcados por la política económica
nacional (art. 35.1.13); finalmente. el arto 36.1 c) del Esta­
tuto atribuye a la Comunidad Autónoma. en el marco de
la legislación básica estatal y. en su caso. en los términos
que la misma establezca. competencia para el desarrollo
legislativo y ejecución en la materia de «comercio interior
y defensa del consumidor y usuario». en el bien entendido
de que todas las atribuciones o asunciones contenidas en
el arto 36.1 lo son para el ejercicio de las competencias
establecidas en el art. 148 C.E. Este último título compe­
tencial requiere algún comentario especial. En efectO. del
escrito de alegaciones del recurrente se deduce' un espe­
cial énfasis en que la competencia ex a.rt. 36.1 c) del Esta-

, tuto sólo se atribuye para desarrollarlas competencias Pre­
vistas en el arto 148.1 CE yen que tal competencia no
es exclusiva. sino de desarrollo yejecueión de la legislación
básica del Estado. Lo grave es que el escrito de la parte
adversa deduce de tales datos una serie de consecuencias
que resultan totalmente inadmisibles. pues .discurren en
el s!'lntido deque la Comunidad Autónoma de Aragón esta­
rá más fuertemente sujeta a las bases estatales y. én gene­
ral. a la legislación estatal que otras. al no tratarse de com­
petencias exclusivas. y de que la introducción de peculia­
ridades jurídicas con relación al resto del territorio será for­
zosamente más restrictiva. exigiéndose en todo caso que
aquéllas resulten proporcionadas a objetivos amparados
no sólo por el arto 36 del Estatuto. sino por el propio
arto 148.1 C.E. .

Ninguna de tales CO'1secuencias resulta de recibo. Por
una parte. la obligación de respetar el marco normativo
estatal básico viene impuesta por el juego conjunto de las
disposiciones constitucionales y estatutarias atinentes .al
caso. y especialmente deriva aquí de la asunción compe­
tencial operada por el arto 36.1 c) del Estatuto. que atribu­
ye competencias para el desarrollo legislativo de las nor­
mas básicas. Pero dicha obligación no puede gradualizarse
o modularse. en el senti~o de que las competencias de
desarrollo legislativo que sobre una materia determinada
ostente una concreta ComunidadAutónoma puedan tener
una extensión o un grado de sujeción distinto de las que
con el mismo contenido funcional de desarrollo legislativo
y sobre la misma materia ostente otra Comunidad Autó­
noma distinta. En ambos casos. la sujecióna.las normas
básicas será cualitativa y cuantitativamente idé/:ltica. sin
establecer ninguna clase de distingos. como los preten­
didos por la contraparte: De otro lado. análogo razona­
miento cabe efectuar con relación a la introducción auto­
nómica de peculiaridades jurídicas. donde tampoco cabe
efectuar versiones más restrictivas unas que otras. siem­
pre que se respete el ámbito norrhador de lo básico.

.La competencia de la Comunidad Autónoma de Ara­
gón en materia de comercio interior y defensa del consu-
midor y usuario se sostiene jurídicamente sobre los
siguientes elementos interpretativos: a) la Comunidad
Autónoma tiene competencias sobre aquellas materias
que. estando contempladas en el arto 148 C.E.• se recogen
en el Estatuto de Autonomía. sea en su arto 35 oen el 36;
b) por aplicación del principio de los poderes implícitos.
deben considerarse válidamente asumidas todas las
potestades para llevar a la práctica las competencias
expresamente garantizadas a las Comunidades Autóno­
mas en el arto 148 C.E. Así lo demuestra el tenor literal del
art. 36.1 del Estatuto. según el cual las atribuciones con-

feridas a la Comunidad Autónoma por el mismo le corres­
ponden «para el ejercicio de las competencias estableci­
das en el arto 148 CE»; c) las competencias asumidas en
virtud del arto 35.1. apartados 13 y 14. del Estatuto están
incluidas dentro del ámbito permitido por el arto 148.1.12
y 13 C.E.; d) concluyentemente. el arto 36.1 c) del Estatu­
to recoge una competencia sin la cual no es posible enten­
der las asumidas en los apartados 13 y 14 del arto 35.1
del propio Estatuto. constitucionalmente amparadas en el
arto 148.1.12 y 13 C.E. De no seguirse esta interpretación.
el desarrollo económico de la Comunidad Autónoma.
encomendado a la competencia de ésta por' la Constitu­
ción y el propio Estatuto de Autonomía. que,daría notable­
mente mermado por carecer de título competencial habi­
litante en uno de sus aspectos básicos. como es el comer­
ciointerior.

B) Por otra parte. y a título de argumentación sub­
sidiaria que se trae a colación en términos dialécticos.
,incluso si en algún apartado del art. 36 del Estatuto pudie­
ra· advertirse unexceso o extralimitación con respecto al
marco competencial posible diseñado por el
arto 148.1 C.E.. y siempre que no resultaran invadidas las
competencias exclusivas estatales ex arto 149 C.E.• podría
concluirse que una vez transcurridos (como así sucede en
la práctica) los cinco años previstos el') el arto 148.2. que­
daría purificado el hipotético vicio o defecto sin necesidad
de acudir a la aplicación de ning\-lno de los dos procedi­
mientos alternativos previstos por el arto 37.2 del Estatuto.
En todo caso. es claro que el desarrollo legislativo efec­
tuadoen la materia de comercio interiory defensa del con­
sumidor y usuario debe respetar la legislación básica esta­
tal en la materia. subordinándose a la misma. si bien. como
ya ha señalado el Tribunal reiteradamente. resulta obvio
que el establecimiento por parte del Estado de las bases
no puede llegara tal grado de desarrollo que deje vacía
de contenido la correlativa competencia de la Comunidad.
Así. es indudable que. si al Estado se le reserva como com­
petencia propia en una materia sólo la de establecer la
legislación básica. por fuerza habrá de respetarse a la
Comunidad Autónoma un espacio de normación. de
desarrollo legislativo. real y no sólo aparentemente iden­
tificable como tal.

C) Entrando ya en el examen de los preceptos con~

cretos impugnados. y por lo que se refiere al arto 6.2 de
la LeY~/1989. se hade indicar. frente ala tesis défendida
de contrario. que el contenido del arto 5 del Reál Decre­
to-Iey 2/1985. aun constituyendo. si así se quiere. una
medida. es algo más que ello. dada su vocación deregu­
lación permanente e indefinida y dada sobretodo la expli­
cación contenida en la propia exposición de. motivos de
dicho Real Decreto-Iey. segúnlá cual «se trata.énsuma.
de desarrollar en este punto el principio de libertad de
empresa. reconocido por el arto 38 C.E.• yde fijar una nor­
ma básica para el ejercicio de las actividades comerciales.
que encuentra apoyo en el arto 149.1. núms. 1 y 13. de
nuestra Norma fundamental. todo ello sin perjuicio de las
competencias de las Comunidades Autónomas y de la nor­
mativa laborah). La expresión que se acaba de transcribir
no deja lugar a dudas enel sentido de que la presentación
de dicha regla como medida superadora por ello de la dia-
léctica base-normas de desarrollo. debe decaer o ceder
dado el propósito firme y declarado de aprobación de una
norma básica. con lo que habrá de respetarse a la Comu­
nidad Autónoma un espacio de normación que permita un
desarrollo legislativo real. Que ello es así lo demuestra el
propio tenor literal del arto 5 del Real Decreto-Iey.que deje
a salvo las competencias de las Comunidades Autónomas
en los términos que establezcan sus respectivos Estatutos
de Autonomía. Entendido así. rectamente. tal precepto. no
cabe duda de que la libertad de fijación de horarios se erige
como norma básica. pero que la misma puede admitir un
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desarrollo diversificado. aunque sea por la estrecha-vía de
la excepción. y esto es lo -que ha venido a hacer la Ley
aragonesa impugnada. que reconoce en primer término
tal principio de libre fijación. y sólo con carácter excepcio­
nal y por un período de tiempo determinado permite esta­
blecer horarios a petición del propiosector. con audiencia
previa de las asociaciones de consumidores y de las orga~

nizaciones sindicales y mediante una resolución que moti·
ve las razones de la excepción. Visto todo lo cual. en modo
alguno cabe considerar la excepción prevista como des­
proporcionada con el ámbito competencial de desarrollo
legislativo reconocido a la Comunidad Autónoma. Sin que
tampoco quepa tachar o calificar el supuesto previsto
como de deslegalización. ya que lo que no resultaría ade­
cuado es que el ejercicio de la excepción legalmente pre­
vista tuviera que realizarse através de norma de rango
legal; pero de ahí no puede deducirse que haya quedado
deslegalizado el sistema de establecimiento de los hora­
rios comerciales. ni que tal regulación pueda constituir un
ataque al principio.de unidad de mercado nacional o de
ordenación general de la economía. dada su mínima inci­
dencia en los mismos. YTesultando inexacto que la cohe­
rencia de la política económica general exija una decisión
unitaria en·la materia que se comenta. Por el contrario. el
preeepto impugnado para nada perjudica la política nacio­
nal y es plenamente respetuoso con los principios cons­
titucionales.

O) El segundo bloque de preceptos impugnados vie­
ne constituido por los arts. 15.3'c). 24. 25.1. 3R2 Y 39.3
de la Ley. La mención contenida en el primero de ellos
sobre uno de los objetivos del Plan General para el Equi­
pamiento Comercial deAragón ni remotamente puede ser
considerada corno un.a invasión de la competencia estatal
para la regulación dela defensa de la competencia. vaque.
como tal objetivo genérico. es obvio que debe ser perse­
guido por todos los poderes públicos a través del corres­
pondiente ejercicio de sus respectivas competencias; y no,
discutíéndose en el presente caso' que la competencia
para elaborar y aprobar dicho Plan corresponde a la Comu­
nidad Autónoma. nada puede objetarse a que la protec­
ción de la libre competencia. principio constitucionalmen­
te consagrado. figure entre los objetivos del Plan. ya que.
por razón de la naturaleza de las cosas y del respeto a los
mandatos constitucionales. así será en todo caso. En defi­
nitiva. con el precepto impugnado no se está abordando
la regulación de la materia «defensa de la competencia».
sino que tan sólo se está reconQciendo que dicho objetivo
deberá ser tenido en cuenta a la hora de elaborar el indi­
cado Plan General.

Por lo que se refiere al arto 39.3. para nada puede con­
cluirse que los casos contemplados en la prohibición de
realizar sistemáticamente ventas a un precio más bajo que
el de adquisición constituyen actos de regulación de la
defensa cOmpetencial; más bien se trata tan sólo de deli-
mltar e campo e ex enslon e as enomma as ven as
a pérdida. tratándose de un ejercicio legítimo de la com­
petencia de desarrollo legislativo en materia de comercio
interior ex arto 36.1 c) del Estatuto de Autonomía. vincu­
lada con el propósito de defensa de los consumidores y
usuarios. principio general informador de todo el ordena­
miento jurídico. según el arto 1 de la Ley 26/1984. de 19
de julio. General para la Defensa de los Consumidores y
Usuarios.

Por su parte. los arts. 24 y 25.1 son atacados por cons­
tituir. en la tesis contraria. una prohibición general de
determinadas prácticas comerciales. Pero en modo alguno
puede estarse deacuerdo en que la finalidad predominan­
te del arto 24 sea la protección de la libre competencia.
A su vez. el arto 25.1. que prohíbe las ventas en cadena.
está sin duda guiado por el objetivo básico de protección
de los consumidores y usuarios. La impugnación del

arto 38.2 se, intenta derivar de la aplicación directa de la
STC 88/1986. pero no se trata del mismo supuesto con­
templado en la indicada Sentencia.

E) A continuación. se impugnan el último inciso del
arto 24 y los arts. 30.2 y 35 de la Ley. por entender el
recurrente que invaden un ámbito reservado en exclusiva
al Estado. como es el Derecho mercantil y obligacional.
Los citados preceptos. sin embargo. no regulan estricta­
mente relaciones inter privatos. sino las últimas conse­
cuencias de una regulación administrativa. que ha queda­
do publificada. Además. el arto 35 se limita a explicitar una

, serie de responsabilidades que por la mera aplicación de
los principios contenidos en el ordenamiento jurídico civil
general serían de' indiscutible procedencia; en cualquier
caso. ello no significa entrar a regular la, materia «bases
de las obligaciones contractuales». sino simplemente ejer­
citar por vía legal una posibiJidad expresamente prevista
por el Código Civil cuando regula las obligaciones man-
comunadasy solidarias. '

, F) Finalmente. y por lo que se refiere a la impugna-
ción de la Disposición transitoria cuarta. se ha de decir que
el arto 2. LB.RL contempla; ciertamente. el derecho de los
Municipios a intervenir en cúantos asuntos afecten direc­
tamente al círculó de ~us intereses. pero no debe olvidarse
que dicho principio resulta a continuación atemperado. ya
que contempla la atribución posible de competencias en
cuanto «proceda en atención a las características de la acti­
vidad p(Jblica dI;! que se trate y a la capacidad de gestión
de la entidad loca!». de modo que el derecho de interven­

'ción no puede elevarse a la categoría de ineludible cual-
quiera que sea el sector de que se trate. Es por ello que
efl el presente caso. a la vista de las circunstancias de la
materia. ordenación de las grandes superficies comercia­
les. no parece desproporcionado atribuir a los Municipios
una intervención centrada en dos planos: por un lado. la
presencia. significativa en número. dentro de las Comisio­
nes Provinciales de Equipamiento Comercial. y. por otro
lado. no debe olvidarse que. según el arto 13 de la Ley. en
todo caso las licencias de apertura deberán concederse
por los Ayuntamientos con arreglo a la normativa vigente.

Resulta jurídicamente inadecuada la, cita del
arto 25.2 d) L.B.R.L.. puesto que una cosa es que el Muni­
cipio deba ejercer competencias en todo caso en la mate­
ria de gestión y ejecución urbanística. al amparo de lo dis­
puesto en la vigente Ley del Suelo. competencia plena­
mente respetada por la Ley recurrida. y otra cosa muy dis­
tinta. y que para nada incide en la cuestión anterior. es
que exista una superposición de autorizaciones atendien­
do a las distintas regulaciones sustantivas. coexistiendo
de esta forma la licencia municipal de urbanismo y la auto­
rización de instalación de un establecimiento comercial
que legalmente tenga la condición de gran superficie.

La invocación de alteración de las condiciones básicas. .
piada en el presente caso. no debiendo confundirse tal
libertad fundamental en el marco de la economía de mer~

cado con la posible existencia de tratamientos distintos
impuestos por las diversas Comunidades Autónomas y en
el legítimo ejercicio de sus competencias para la instala­
ciónc;le determinados ,establecimientos. Tampoco. en fin.
re~ulta de recibo alegar la falta de regulación material sufi­
ciente para probar o denegar las autorizaciones de insta­
lación solicitadas. ya que! aun tratándose de una previsión
de eficacia transitoria. la Ley ha tenido buen cuidado de
fijar los parámetros a tener en cuenta. que. dada su nat~­

raleza de conceptos jurídicos indeterminados. no permi­
ten. si son legítimamente utilizados. suponer un ejerCicio
arbitrario de las competencias administrativas. que. ade­
más. en el supuesto de existir. estaría sometido a la técnica
de la revisión jurisdiccional. I

J
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G) De todo lo dicho hasta aquí se deduce que para
alegar en contra de los preceptos recurridos por conexión
[apartados b). k). 1) Y r) del arto 56] el recurso se remite a
toda su fundamentación anterior. técnica que forzosamen­
te también se debe utilizar ahora. de modo que. razonada
ya la constitucionalidad de los restantes preceptos impug­
nados. por aplicación del orden lógico. se está defendien­
do la constitucionalidad de este precepto impugnado por
vía de conexión.

El Letrado de la Diputación General de Aragón finaliza
su escrito de alegaciones con la súplica de que en su día
se dicte Sentencia en la que se declare la inexistencia de
la inconstitucionalidad que respecto de los. artículos
impugnados se ha pretendido por el Gobierno de la
Nacion. .

8. Por providencia de 16 demayo de 1990. la Sec­
ción acordó que. próximo a finalizar el plazo de los cinco
meses que señala el art. 161.2 C.E. desde que se produjera
la suspensión de los preceptos impugnados en este recur­
so. se oyese a las partes personadas en el mismo para que
en el plazo comÚn de cinco días expusieran lo que ésti­
masen procedente acerca del mantenimiento o levanta­
miento de dicha suspensión.

Evacuado el trámite conferido. el Pleno del Tribunal.
mediante Auto de 3 de julio de 1990. acordó levantar la
suspensión de la vigencia y aplicación del arto 6.2 y man­
tener la suspensión de los restantes preceptos impugna­
dos de la Ley 9/1989. de" 5 de octubre. de las Cortes de
Aragón. sobre Ordenación de la Actividad Comercial en
Aragón.

9. Por providencia de 21 de julio de 1993,se fijó para
deliberación y fallo de esta Sentencia el día 22 del mismo
mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El Abogado del Estado. en representación del Pre­
sidente del Gobierno. deduce recurso de inconstituciona­
lidad contra diversos preceptos de la Ley 9/1989. de 5
de octubre. de Ordenación de la Actividad Comercial en
Aragón; en concreto. y en primer lugar. contra su arto 6.2.
por hallarse en oposición a lo establecido en una norma
básica estatal; en segundo lugar. contra el bloque integra­
do por los arts. 15.3 c). 24. primer inciso. 25.1. 38.2 Y
39.3. en cuanto. pretendidamente. suponen una intromi­
sión en el ámbito de la defensa de la competencia. reser­
vado al Estado. y al mismo tiempo entrañan una alteración
de las condiciones básicas del derecho a la libertad de
empresa; en tercer lugar. contralosarts. 24. último inciso.
30.2 y 35. por invasión del ámbito del Derecho mercantil
y obligacional. también reservado al Estado; en cuarto
lugar. contra la Disposición transitoria cuarta. por vulne­
ración de la autonomía municipal y además resultar con­
traria al arto 149.1.1 C.E. Por último. los apartados b). k).
1) Y r) del arto 56 se impugnan por conexión. dado que tipi-'
fican como infracción el incumplimiento de los preceptos
recurridos.

2. Para el actor. el all. 6.zde la Ley alagoilesa COil-
traviene directamente el arto 5 del Real Decreto­
ley 2/1985. oe 30 de abril. sobre Medidas de Política Eco­
nómica. cuyo núm. 1 establece que I(el horario de apertura
ycierre de los establecimientos comerciales de venta y dis­
tribución de mercancías o de prestación de servicios al
público. así como los días y números de horas de actividad
semanal de los mismos. será de libre fijación por las Empre­
sas en todo el territorio del Estado. sin perjuicio de las com­
petencias de las Comunidades Autónomas en los términos
que establezcan sus respectivos Estatutos de Autonomía».
La Ley de las Cortes de Aragón. en cambio. luego de repro-

ducir en el núm. 1de su arto 6 la Norma estatal (salvo. lógi­
camente. el último inciso de la misma). determina en el
núm. 2 que. lino obstante lo dispuesto en el número ante­
rior. el Departamento de Industria. Comercio y Turismo
podrá. a petición de asociación o asociaciones de comer­
ciantes legalmente reconocidas. establecer con carácter
excepcional y por un período de tiempo determinado el
horario a que deberán someterse determinados sectores
de la actividad comercial» (párrafo 1.°) y que la resolución
adoptada por el citado Departamento Ildeberá razonarlos
motivos excepcionales que justifican la adopción de dicha
decisióm). habiendo de ser oídas previamente. en todo
caso I<las asociaciones de consumidores y usuarios
implantadas en el territorio de la Comunidad. así como las
organizaciones sindicales más representativas del secton)
(párrafo 2.°). De este modo. frente al principio general de
libertad de horarios'establecido en el Real Decreto-ley al
amparo de los títulos competenciales de los apartados 1
y 13 del arto 149.1 C.E.• el precepto autonómico dispone
la posibilidad indeterminada de su limitación. con lo que
la contradicción entre ambas normas parece clara e insal- ,
vable.

La representación de las Cortes de Aragón señala. por
su parte. que la limitación posibilitada por el arto 6,2 tiene
carácter excepcional. con una serie de requisitos extraor­
dinariamente rigurosos. De otro lado. el arto 5 del Real
Decreto-Iey alude a las competencias de las Comunidades
Autónomas y la de Aragón tiene competencias de desarro­
llo legislativo y ejecución en materia de comercio interior.
habiéndole traspasado el Real Decreto 4155/1982 I<las
competencias atribuidas a los distintos órganos de la
Administración del Estado 'en el Decreto 3/1976. de 9 de
enero. sobre regulación de horarios comerciales dentro del
ámbito territorial de la Comunidad Autónoma)). Así. aun­
que el Real Decreto-Iey 2/1985 declara norma básica la
libertad de horarios. ello no puede suponer sino que se
establece una libertad de principio susceptible de deter­
minadas limitaciones por aquellas Comunidades Autóno­
mas que posean competencias legislativas concurrentes
con los títulos que amparan la declaración estatal
(art. 149.1.1 y 13 C.E.).

En fin. la Diputación General de Aragón entiende. a su
vez. que. dado el propósito del Real Decreto-Iey de con­
figurarse como norma básica. ha de respetarse a la Comu­
nidad Autónoma un espacio de normación que permita un
desarrollo legislativo real. lo que además concuerda con
la salvedad con que concluye el arto 5 del Real Decreto-ley.
Por tanto. si bien. indudablemente. la libertad de fijación
de horarios se erige como norma básica. ésta puede admi­
tir un desarrollo diversificado. aunque sea por la estrecha
vía de la excepción. y tal es lo que ha venido a hacer la
Ley recurrida. Consecuentemente. en modo alguno cabe
considerar dicha excepción como desproporcionada en
relación con el ámbito competencial de desarrollo legis­
lativo reconocido a la Comunidad Autónoma.

3. Así centrado el debate en torno a la constitucio­
nalidad del arto 6.2 de la Ley aragonesa. su resolución de­
be seguir los criterios establecidos en la reciente
STC 225/1993. que se ocupa de un problema virtualmen­
te idéntico: el de la oposición entre la libertad de horarios
comerciales proclamada en el arto 5 del Real Decre­
to-Iey 2/1985 y la restricción de esa libertad establecida
por una disposición autonómica -el arto 9 de la Ley de la
Generalidad Valenciana 8/1986. de 29 de diciembre. de
Ordenación del Comercio y Superficies Comerciales- tam­
bién amparada en la competenCia estatutaria sobre comer-o
cio interior. Conviene. pues. indicar sumariamente. las con­
clusiones a que llegó el Tribunal sobre la naturaleza y
alcance de la disposición estatal.
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A) La salvedad con que finaliza el art. 5.1 del Real
Decreto-Iey ((sin perjuicio de las competencias de las
Comunidades Autónomas en los términos que establez­
can sus respectivos Estatutos») no significa que la norma
del Estado sólo es de aplicación directa en aquellas Comu­
nidades Autónomas que gozan de meras competencias de
ejecución en materia de comercio interior. Ello. en'primer
lugar. porque el mismo arto 5.1 Real Decreto-Iey determina
que las empresas pueden fijar libremente los horarios
comerciales «en todo el territorio del Estado». lo que evi­
dencia claramente que el ámbito de aplicación en el espa­
cio de la Norma no posee ninguna limitación y que. por
tanto. se extiende al territorio de todas las Comunidades
Autónomas. con independencia de los poderes. más o
menos amplios. que hayan asumido en sus respectivos
Estatutos. En segundo lugar. porque en otro caso -y dada
lá pretensión de la disposición estatal. según su Preám­
bulo. de «fijar una norma básica para el ejercicio de. las
actividades comerciales))- no existiría la uniformidad míni­
ma en todo el territorio nacional o el común denominador
normativo que es inherente a una norma básica. Yaunque
también se establezca en el Preámbulo la salvedad respec­
toa las competencias de las Comunidades Autónomas.
esto no hace sino corroborar lo anterior: como norma bási­
ca. el arto 5.1 del Real Decreto-Iey es aplicable en todo el
territorio estatal. si bien cada Comunidad Autónoma. den­
tro de su ámbito territorial. podrá ejercer las competencias
de desarrollo normativo y/o de ejecución. según lo esta­
blecido en el respectivo Estatuto en materia de «comercio
interior» [fundamento jurídico 2.° A)].

B) Por lo que atañe al título competencial en que
cabe encajar la medida liberalizadora contenida en la dis­
posición del Estado. se ha de estimar. en primer lugar. que
las metas de fomento de la actividad económica y del
empleo en el sector de la distribución comercial que el Real
Decreto-ley 2/1985 se propone alcanzar mediante la
libertad en la fijación de los horarios comerciales justifican
plenamente el ejercicio por los órganos estatales de su
competencia de dirección u ordenación general de la eco­
nomía nacional. En segundo lugar. tampoco es dudoso
que. por la finalidad y alcance del art. 5.1 del mencionado

.Real Decreto-Iey. dicha medida deba tener un carácter
básico Y. por tanto. haya de aplicarse en la totalidad del
territorio estatal. aunque ello implique la consiguiente
reducción de las ·cornpetencias normativas asumidas por
las Comunidades Autónomas en materia de comercio inte­
rior. Pues la reestructuración del mercado de la distribu­
ción no podría lograrse sin quebranto de su unidad si tal
medida sólo fuera aplicable en ciertos ámbitos autonómi­
cos con exclusión de otros; de manera que estamos ante
un supuesto en el que «para conseguir objetivos de la polí­
tica económica nacional» se precisa «una actuación uni­
taria en el conjunto del territorio del.E~tado))

cabe oponer el interés de una Comunidad Autónoma de·
proteger a ciertas categorías de establecimientos comer­
ciales. ya que la finalidad de la medida estatal se enlaza
con la protección de intereses económicos generales por
los que deQe velar el Estado. como es el caso de la libe­
ralización del mercado de la distribución en todo el terri­
torio nacional y de la potenciación de la actividad econó­
mica [fundamento jurídico 3 D). in fin~].

C) En fin. es cierto que. como ha declarado reitera­
damente este Tribunal. el común denominador normativo
que las normas básicas encierran. dirigido a asegurar de
manera unitaria y en condiciones de igualdad los intereses
generales. no puede llegar a tal grado de desarrollo que
deje vacías de contenido las correlativas competencias de
la Comunidad. Ahora bien. en el presente caso la norma
estatal ha establecido. con carácter principal. la libertad
de las empresas para la fijación de los horarios de sus esta-

blecimientos. Y en la medida en que su contenido es un
régimen de libertad de actividades. es obvio que dicho pre­
cepto no requiere ulteriores desarrollos legislativos. al
igual que tampoco precisa- de intervenciones administra­
tivas. El establecimiento de un régimen de libertad de hora­
rios cor:nerciales entraña. necesariamente. una desregula­
ción legal en esta materia. pues el legislador deja a la libre
voluntad de las empresas la elección de los días y horas
de apertura de los establecimientos. De otra parte. la doc­
trina de este Tribunal sobre el límite de la legislación estatal
básica no puede proyectarse sobre un aspecto parcial de
la competencia autonómica. Esta posee un ámbito mucho
más extenso. al comprender el «cornercio interion). mien­
tras que la Norma del Estado sólo afecta a una materia
o subsector específico dentro de ese ámbito. el relativo
al régimen de horarios comerciales. Así. no cabe estimar
producido un vaciamiento de aquella competencia. aun­
que se haya reducido en una concreta materia o subsector
específicos por las razones relativas al carácter y contenido
de la Norma estatal que se acaban de indicar. Es de obser­
var. por último. que ello no contradice en modo alguno
el Real Decreto de traspasos. pues. con independencia de
que tal disposición no es ni atributiva ni ordenadora de
competencias. la misma fue dictada cuando el régimen de
horarios comerciales en todo el territorio nacional estaba
sujeto a intervención administrativa; intervención que lógi­
camente termina al establecerse por obra del Real Decre­
to-ley 2/1985 la libertad de las empresas en esta materia
[fundamento jurídico 4.o B)].

El traslado de las anteriores conclusiones al examen
del arto 6.2 de la 'Ley aragonesa conduce a la apreciación
de suinconstitucionalidad. En efecto. aunque la Comuni­
dad Autónoma de Aragón.de acuerdo con el arto 36.1c)
de su Estatuto. posee. «en el marco de la legislación básica
del Estado y. en su caso. en los términos que la misma
establezca». competencia de desarrollo legislativo y eje­
cución sobre la materia de comercio interior. en la que se
inserta el subsector material de.horarios comerciales. el
precepto impugnado. sin embargo. se opone a la libertad
proclamada en el arto 5.1 del Real Decreto-Iey 2/1985.
toda vez que. frente a la completa autonomía otorgada a
las empresas en todo el territorionacional para fijar el hora­
rio de apertura y cierre de los establecimientos comercia­
les. así como los días y el número de horas de su actividad
semanal. el referido precepto prevé la posibilidad. siquiera
con carácter de excepción. deque dicha libertad sufra res­
tricciones impuestas por el Departamento correspondien­
te de la Diputación G.eneraL Y dado que. conforme a lo
anteriormente expuesto. el Estado. al dictar la norma bási­
ca liberalizadora. se amparó lícitamente en el título com­
petencial del arto J49.1.13 C.E.. la oposición constatada
supone un exceso del legislador autonómico en el ejercicio
de la competencia estatutaria de que se ha hecho men­
ción lo ue ha de conllevar la declaración de inconstitu-
cionalidad de la disposición lega recum a.

4. Los arts. 15.3 c). 24. 25.1. 38.2 y 39.3 de la Ley
autonómica son impugnados en razpn. como se ha dicho.
de su pretendida intromisión ya en el ámbito de la defensa
de la competencia. ya en el de la supuesta alteración de
las condiciones básicas de la libertad de empresa.

A) Nada dice el Estatuto aragonés sobre la defensa
de la competencia. por loque es claro que la potestad regu­
ladora en esta materia pertenece al Estado (art. 149.3
C.E.). Lo que no niegan las representaciones de las Cortes
y de la Diputación General de Aragón. las cuales. en cam­
bio. rechazan que los artículos recurridos incidan en la
señalada materia. propugnando su inclusión en la de
defensa de los consumidores. de titularidad competencial
autonómica [arto 36.1 c) del Estatuto). En esto radica.
pues. la controversia entre las partes del presente proceso.
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de manera que parece oportuno. previamente al estudio
de tales artículos. evocar la doctrina sentada por este Tri­
bunal a propósito de las relaCiones que vinculan a las com­
petenCias menCionadas.

La legislación sobre defensa de la competenCia. como
afirmábamos en la STC 71/1982. fundamento jurídi­
co 15. comprende toda aquella «ordenada a la defensa de
la libertad de competencia. mediante la prevehción y. en
su caso. la represión. de las situaCiones que constituyan
obstáculos creados por decisiones empresariales para el
desarrollo de la competenCia en el mercado)i. Ahora bien.
«la colusión o el abuso de domihio en el mercado puede
crear. Ciertamente. restricciones en perjuiCio oelos con­
sl.Jmidores. y desde esta perspectiva; se inserta tal legis­
lacióntambién en el área de ta defensa del consumidor.
aparte su objetivo de defensa de los empresarios contra
prácticas. acüerdos. conductas o actuaciones atentatorias
de la libertad de competencia)). Los dos' aspectos de la

'ordenación del mercado que son la defensa de la Gompe­
tenCia y la protección de los consumidores -añadíamos
en la STC 88/1986. fundamento jurídico' 4.°_ ,pueden
diferenCiarse desde una perspectiva general. partiendo del
criterio consistente en considerar que el primero de ellos
se refiere a la regulación de la situaCión recíproca de las
empresas. productoras o distribuidoras. en el mercado. en
el plano horizontal; en cuanto que se, quiere que compitan
eh régimen de igualdad; mientras que el segundo aspecto
hace ref~renCia a una situación distinta. en tanto que el
consumidor aparece como destinatario de lJnos productos
ofreCidos por las empresas; productos cuyas CG:1diciones
de oferta se pretende regular protegiendo. como indica el
art. 51.1 C.E.• «la seguridad. la salud y los legítimosinte.:
reses económicos de los consumidores)). Esta ,diferenCia
general. sin embargo. no obsta a la posibilidad de que en
la ~egulación relativa a.la ordenación del mercado existan
.normas que se ocupen de cuestiones ql,le pueden situarse
en .ambos campos. De otra parte. ia concurre'ncia de la
defensa del consumidor con el título «defensa de la com­
petenCia)) se produce enel mismo plano general de la inter­
vención de los poderes públicos en la disCiplina del libre
mercado. «De ahí también la dificultad adicional de que.
con frecuenCia. las medidas protectoras de la libre com­
petencia funCionen también como garal)tíasde los con­
sumidores. y el que medidas adoptadas para la protecCión
de éstos no dejen de tener inCidenCia en el desarrollo de
la libre competencia. Por todO ~llo. en orden a la'deter­
minaGión de la identidad o naturaleza de una intervención
de los poderes públicos en la disciplina del libre mercado
y su consiguiente adscripción a uno u otro título compe­
tenCial. resulta particularmente necesario acudir a criterios
teleológicos. preCisando el objetivo predominante de la
norma)).

B) Entrando. tras la mención de la anterior doctrina.
nuevamente reiterada por este Tribunal en su reciente
STC 228/199,3 (fundamento jurídico 5.°). enel análisis de
los preceptos impugnados. sostiene el Abogado del Esta­
do. en primer término. que los arts. 15.3 c) y 39.3 de la
Ley aragonesa tienen como fin prevalente el de la defensa
de la competencia.

El al L. 15 dispone la .elabOlaciólI. por el Departa-
mento de Industria. Comercio y Turismo. de un Plan Gene-

,ral para el Equipamiento ComerCial de Aragón que tiene
ppr objeto «establecer las directrices para adecuar elequi­
pamiento comercial en las poblaciones a las necesidades
de consumo y compra)). A dichoPlan se le fijan seis obje­
tivos específicos. entre ellos el de "proteger la libre com­
petencia dentro de la defensa de la pequeña y mediana
empresa)). según reza la letra c) del apartado. 3. Pues bien:
resulta evidente que la delimitación de tal objetivo ninguna
invasión puede suponer de la competenCia del Estado para

dictar las normas definidoras de la libre concurrenCia
empresarial. El precepto se limita a sujetar a la Adminis­
tración a un criterio que debe presidir la confección de una
de ,las directrices del Plan. sin que aparezcapredetermi­
nado el contenido concreto de la directriz en cuestión. la
cual. obviamente. ha de atenerse a la regulaCión estatal
(cfr. la ya citada STC 225/1993. que resuelve una impug­
naCión idéntica).

- El arto 39 regula la modalidad de ventas a pérdida
-aquellas realizadas por el comerCiante a precio inferior
al de compra o de reposiCión-, disponiendo su apartado 3
lo siguiente: «La fijación del precio de venta es libre. No
podrán realizarse sistemáticamente ventas a un preCio
más bajo que el de adquisición en los casos sigUientes:
a) Cuando forme parte de una estrategia tendente a eli-.
minar a un competidor o grupo de competidores del mer- .
cado.b) Cuando tenga como fin último despréstigiarla
imagende un producto. c) Cuando se'haga conel fin de'
inducir a error a los compradores sobre el nivel de precios
de otros productos dé venta en él mismo establecimientQ)).
Lo que aquí impugna el Abogado del Estadoeselesta- .
clecimiento de las restricCiones transcritas. todas las cua­
les tienen como finalidad prevalente.a SU juicio. no la pro­
tección del consumidor. sino la oefensa de la competencia.
Así es. sin duda. en losdos prime(Os suplJestos. Ya dijimos
et:lla STC 88/1986 (fundamento jurídico 8.°) que «en
cuanto la venta a pérdida puede inCidir en perjuicio de
otros comerciantes.... es claro que se está entranoo en el
ámbito de la libre concurrencia comerCial, en su aspecto
o perspectiva de igualdad y libertad de oportunioadE¡s en
la e~tructura económica de .Iibre competición...)). Los
.subapartados a) y b} df!1 ~rt. 39.3 prohíben la práctica de
la modalidad de venta a pérdida cuc1i1do la misma respon­
da a finalidades' contrarias a libre compEltencia. Por con­
siguiente. encajan claramente en la materia «defensa de
la competencia)). que es de titularidao estatal. No sucede
lo propio. sin embargo. con la restrícción prevista en el
subapartado c). cuyo objetivo predominante consiste en
la tutela del consumidor frente a una estrategia comercial
tendente a confundirle respecto del efectivo nivel de pre­
cios del conjunto de los productos a la venta en un mismo
establecimiento. Así, procede declarar la inconstituciona­
lidad del arto 39.3. apartados a) y b). por invasión de la com­
petencia del Estado. únicamente en los supuestos indica­
dos.

e) Considera el recurrente. en segundo término. que
los arts. 24 y 25.1 van dirigidos igualmente a la defensa
de la competencia. como fin primordial. y. en todo caso.
contienen una prohibición de determinadas modalidades
de venta que resulta desproporcionada. en su generalidad.
con relación al único fin legítimo que puede perseguir el
legislador autonómicodesde un punto de vista competen­
cial: la protección del consumidor. Por ello. los textos
impugnados infringen aquí también el arto 149.1.1 C.E. y
el propioart. 36 del Estatuto..

- El segundo inciso del arto 24. recurrido autónoma­
mente por el Abogado del Estado. será examinado en el
fundamento siguiente. Por lo que atañe al primer inciso
de este precepto. puede considerarse que establece una
prohlblclon de una determinada modalidad de venta con­
dicionada. prohibición la cual persigue impedir la coacción
que para los clientes supone la presunción de adquisición
de un producto. no concertada con anterioridad. caso de
que no se proceda a su devolución. Esta norma legal. diri­
gida contra semejante práctica comercial abusiva. halla.
pues. su fundamento competencial en la protección del
consumidor. dentro del ámbito de la disciplina del merca­
do [cfr. la STC 88/1986. fundamento jurídico 8.° c). que
analiza otro supuesto de venta condicionada]. de modo
que resulta constitucionalmente lícita.

--------_.------_.
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La prohibición de las llamadas ventas en cadena,
en pirámide o bola de nive -esto es, «aquellas en las que
el vendedor ofrece sus bienes, productos o servicios a los
posibles clientes haciendo depender una reducción de su
precio o, incluso, 'su eventual gratuidad del número de
clientes o del volumen de ventas que, a su vez, aquél con­
siga, ya sea directa o indirectamente, bien para el orga~

nizador'o para un tercero», según las define el arto 25.2-,
responde a un objetivo predominante dentro de la orde­
nación del comercio interior, atendido su contenido: pro­
teger a los consumidores frente a posibles abusos o frau­
des derivados de la propia indeterminación del precio de
compra de los productosasí adquiridos. En atención a ello,
el precepto examinado encaja cabalmente en la compe­
tencia autonómica [arto 36.1 c) del Estatuto] sobre «co­
mercio interior y defensa del consumidor y usuario».

D) Por último, dentro de este bloque el Abogado del
Estado impugna el arto 38.2, a cuyo tenor las ventas pro­
mocionales -definidas en el apartado 1 del arto 38 como
«aquellas en las que las ofertas de bienes o de prestación
de servicios hechas por el vendedor a los compradores se
realizan en condiciones más ventajosas que las habitua­
les»- «sólo serán lícitas cuando respeten lo dispuesto en
los artículos siguientes y demás legislación vigente que les
sea de aplicación». Según el recurrente, esta restricción
pretende proteger a los comerciantes que no realicen
estas prácticas (o sea, estas modalidades de venta) y, por
tanto, a la libre competencia. y, sobre todo, es una res­
tricción excesiva, habiendo anulado un precepto similar
la STC 88/1986 [fundamento jurídico 8 d)].

Sin embargo, semejante objeción no puede ser com~
partida. El precepto citado come término décomparación
y considerado en !a-Señtencia mencionada como limita­
tivo ae ia libre concurrencia (el art 17.2 de la Ley cata­
lana 1/1983) ni por su contenido, regulador de la venta
a pérdida, ni por su estructura guarda semejanza con el
que ahora se examina. Este, contrariamente a lo que el
actor parece creer, no prohíbe ninguna modalidad de ven-

. ta promocional distinta de las contempladas en la Ley (ven-
o tas a pérdida, con prima, en rebaja, en liquidación, de saldo
y pOr descuento), sino que se limita a establecer el régimen
jurídico de las específicamente normadas en ella.

5. Los arts. 24, segundo inciso, 30.2 y 35 de la Ley
aragonesa se impugnan por invadir, a criterio del recurren­
te, el ámbito del Derecho mercantil y obligacional. de titu­
laridad estatal ex arto 149.1.6 y 8 C.E., pues dichos precep­
tos efectúan una regulación de obligaciones inter privatos.

Antes, sin embargo,de abordar el estudio de cada uno
de los artículos recurridos, parece conveniente recordar
que ya en la temprana STC 37/1981 declaró el Tribunal
que sólo la legislación emanada de los órganos centrales
del Estado puede regular la forma en que nacen y se extin­
guen los derechos y obligaciones a que el ejercicio de la
actividad del elllpl esaria mercantil puede dar lugar y el
contenido necesario de aquéllos y éstas (fundamento jurí­
dico 3.°). Por su parte, la STC71/1982, a propósito de la
regulación de lo que deba entenderse por cláusulas con­
tractuales abusivas en perjuicio del consumidor, consideró
como de pertenencia estatal la normación de las condi­
ciones generales de contratación o de las distintas moda­
lidades contractuales, e igualmente la de la responsabili­
dad por los daños originados en la adquisición, utilización
o disfrute por los consumidores de bienes, medios o ser­
vicios, ya que el régimen de unas y otras materias, incar­
dinado en la legislación civil (art. 149.1.8 C.E.), debe ser
uno y el mismo para todo el territorio del Estado (funda­
mentos jurídicos 14 y 19). No es, claro está, que a las nor­
mas autonómicas no les quepa disciplinar determinados
tipos de venta o articular dispositivos preventivos o correc­
tores de los eventuales abusos a que ciertos contratos pUe-

dan conducir. De lo que se trata es de que a través de tales
normas no se produzca un novum en el contenido con­
tractual o, en otros términos. de que no se introduzcan
derechos ni obligaciones en el marco de las relaciones con­
tractuales privadas (STC 88/1986, fundamento jurídi­
co 5.°). Por último, aun cuando las normas autonómicas
persigan, mediante el reforzamiento de las obligaciones
del vendedor, la protección del consumidor y del usuario,
«la determinación del contenido de los contratos y de las
acciones por incumplimiento, saneamiento o resolución
se insertan dentro de la competencia estatal exclusiva
atribuida al Estado por los arts. 149.1.6 y 8 C.E.»
[STC 62/1991, fundamento jurídico 4.° e)].

De los citados pronunciamientos se desprende con
total nitidez, por consiguiente, que la regulación autonó­
mica de las diferentes modalidades de venta para proteger
los derechos de los consumidoresy reequilibrar la posición
de éstos en el mercado -sobre todo cuando la adquisición
de bienes tiene lugar fuera de los establecimientos comer­
ciales o en otras circunstancias especiales- debe ceñirse
al espacio de las relaciones jurídico-públicas, impidiendo
o limitando las prácticas lesivas de los intereses tutelados,
definiendo las conductas exigibles en congruencia con
tales intereses y estableciendo las sanciones administra­
tivas pertinentes. pero sin determinar consecuencia algu­
na en el ámbito de las relaciones jurídico-privadas ni impo­
ner un contenido contractual determinado pretendida­
mente acordé con el fin protector perseguido, ya Que eso
corresponde al acervo GO!T\OetBficiai dei Estado ex
arto 149.1j:; y 8. c.E. o o·

Pues bien: trasladando este cri~erio delimitador al exa­
men de los preceptos de la Ley aragonesa referidos. cabe
concluir lo siguiente:

- El segundo inciso del arto 24 (<<en tales supuestos
-ventas con remisión al comprador de bienes u ofertas
de servicios con el fin de provocar su tácito consentimien­
to-Ia persona a quien van dirigidos los bienes, productos
y servicios no contrae ninguna obligación de pago, depó­
sito o restitución de los objetos o documentos enviados»)
debe reputarse inconstitucional desde la perspectiva del
orden competencia!, puesto que, con independencia de
que otras normas generales del ordenamiento lo convier­
tan en innecesario. la determinación de los supuestos de
exención de las obligaciónes civiles o mercantiles y, más
en general, de las consecuencias inter privatos del incum­
plimiento de las prohibiciones legales -en relación, en
este caso. con el ejercicio'de una modalidad de venta con­
dicionada expresamente excluida por la Ley autonómica­
corresponde indudablemente al legislador estatal, en vir­
tud de los títulos competencia les invocados por el
recurrente. Tal se declara. además. para una hipótesis simi­
lar a la ahora contemplada, en la STC 88/1986. funda­
mento jurídico 8.° c).

En cuanto al arto 30.2, establece qué «en todos los
casos de venta domiciliaria el comprador disp~:mdráde un
período de siete días para rescindir el compromiso de com­
pra. con el único requisito de comunicárselo deforma feha­
ciente al comerciante y con los efectos de devolución de
la cosa y del precio». Esta previsión, sin embargo, supon~
un exceso del Parlamento autonómico en el desenvolVI­
miento de la competencia sobre defensa del consumidor
y del usuario [arto 36.1 c) del Estatuto], ya que claramente
incide en el contenido de los contratos, lo que. como se
ha dicho, únicamente cumple regular al Estado, de acuer­
do con el arto 149.1.6 y 8 C.E. [STC 62/1991, fundamento
jurídico 4.° b) y e)]. Precisamente el Estado, para incorpo­
rar al Derecho español la Directiva del Consejo de las
Comunidades Europeas 85/577. de 20 de diciembre,
sobre protección de los consumidores en los contratos
negociados fuera de los establecimientos mercantiles, ha
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tenido que utilizar la forma de ley-se dice en la Exposición
de Motivos de la Ley 26/1991. de 21 de noviembre-.
dado que en la misma «se establecen preceptos que afec­
tan y modulan el régimen del perfeccionamiento y de la
eficacia de los contratos. materias éstas que aparecen
reguladas en el Código Civil)). preceptos entre los que se
halla el arto 5. que reconoce al consumidor el derecho de
poder revocar su declaración de voluntad, sin necesidad
de alegar causa alguna. hasta pasados siete días contados
desde la recepción del producto adquirido.

- El arto 35. por último. según el cual «serán respon­
sables solidarios por las irregularidades derivadas de la
venta automática el titular del establecimiento donde se
encuentre ubicada la máquina vendedora y el titular de
la explotación comercial de la misma)). también concierne
a una materia de titularidad estatal, como es la referente
al carácter de la responsabilidad obligacional. como ya se
ha . declarado respecto a un supuesto similar en la
STC 71/1982. fundamento jurídico 17. pues «el régimen
de la responsabilidad debe ser uno y el mismo para todo
el territorio del Estado)). En consecuenda. este precepto
y los anteriormente analizados en el presente fundamento
jurídico deben ser declarados inconstitucionales.

6. Impugna el Abogado del Estado. asimismo. la Dis­
posición transitoria cuarta, según la cual:

«Hasta que la Diputación General elabore el
Plan General para el Equipamiento Comercial de
Aragón previsto en el arto 14 de la presente Ley,
toda solicitud de apertura de un establecimiento
comercial que. conforme a esta Ley. se considere
como de gran superficie. deberá someterse a la
Comisión Provincial de Equipamiento Comercial de
la Provincia en la cual pretenda instalarse. la cual
aprobará o denegará la solicitud teniendo en cuen­
ta los criterios de aportación a la mejora de las
estructuras comerciales de la zona; localización del
establecimiento proyectado en relación con las
características del equipamiento comercial en su
zona de influencia; las previsiones de ocupación de·
suelo y cualesquiera otras relaciones con el urba­
nismo comercial en general. En todo caso las deci­
siones de las comisiones provinciales de equipa­
miento comercial por las que se apruebe o denie­
gue una solicitud de apertura deberán estar funda­
das y. una vez hechas públicas. el solicitante tendrá
acceso a los datos y documentos de cualquier clase
utilizados en la tramitación del expediente)).

Respecto de esta disposición. el actor considera. en
primer lugar. que infringe el principio de autonomía muni­
cipal constitucionalmente proclamado. tal como se con­
creta en los arts. 2.1 y 25.2 d) -éste en cuanto a la com­
petencia municipal sobre gestión y ejecución urbanística­
de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local. Ello
porque la licencia especial previstaen la norma se otorga
por un órgano en el que no necesariamente se integra el
Ayuntamiento. en cuyo territorio se habría de instalar el
centro comercial precisado de autorización. Participan en
este órgano de composición plural. en efecto. represen­
tantes de ·la Administración autonómica, de los Ayunta
mientos, de la Cámara Oficial de Comercio.e Industria. de
las organizaciones de comerciantes más representantivas.
de los consumidores y de las organizaciones sindicales.
más otros miembros designados entre personas de reco­
nocido prestigio en el campo de los equipamientos comer­
ciales (art. 16.2). El Abogado del Estado no cuestiona esta
composición. pero sostiene que en el otorgamiento de una
licencia especial para un centro comercial debe intervenir
necesariamente, por exigencias de la autonomía munici­
paL el Ayuntamiento afectado.

Tal razonamiento. sin embargo. no resulta convincen­
te. El que. sin perjuicio dela concesión de las licencias de
apertura de los establecimientos comerciales por parte de
los Ayuntamientos -que la Ley reconoce (art. 13)-. haya.
además. en el caso de las grandes super:ficies, una auto­
rización especial que compete dispensar a órganos de la
Administración autonómica obedece al carácter supramu­
nicipal de los intereses concernidos por la instalación de
un centro de esta especie. Tal carácter-hace que el legis­
lador aragonés disponga que «la apertura de dichos esta­
blecimientos se realizará conforme a lo previsto en el Plan
General para el Equipamiento Comercial de Aragón))
(art. 14.2), obviamente de vigencia en todo el territorio de
la Comunidad Autónoma. Es. por tanto, perfectamente
lógico y razonable que las comisiones provinciales de equi­
pamiento comercial, llamadas a participar en la elabora­
ción y seguimiento del referido Plan (art. 16.1), tengan atri­
buida la potestad autorizatoria señalada, sin que en ello
pueda verse atentado alguno a la autonomía municipal.
dada la dimensión territorial de los intereses en presencia.

Pero la misma previsión de la autorización repetida es
también discutida por el Abogado del Estado. que entien­
de que con ella. y en oposición al arto 149.1.1 C.E.. se intro­
duce una restricción inexistente en el resto del territorio
nacional. Esta restricción -añade- no va acompañada de
una regulación material mínimamente suficiente. diseñan­
do la Ley unos criterios amplios e imprecisos de muy difícil

.control jurisdiccional. Criterios que son, además. más bien
propios del ejercicio de la libertad de empresa, en tanto
que esencialmente criterios de mercado. y que desdibujan
las necesarias garantías de los empresarios comerciales
para su establecimjento. convirtiendo el futuro otorga­
miento o denegación de la licencia en algo realmente difícil
de predecir.

Ahora bien, el establecimiento por los legisladores
autonómicos de estas licencias o autorizaciones especia­
les no ha merecido reproche alguno de inconstituciona­
lidad en los supuestos hasta ahora examinados por el'¡te
Tribunal: el de la Ley valenciana 8/1986. de 29 de diciem­
bre. de Ordenación del Comercio y Superficies comer­
ciales (STC 225/1993) y el de la Lf3Y catalana 3/1987.'
de 9 de marzo, de Equipamientos comerciales
(STC 227/1993). A lo entonces considerado procede.
pues. remitirse .(cfr.. especialmente, los fundamentosjurí­
dicos 4.° y 5.° de la segunda de las Sentencias citadas).
Resta. sin embargo. examinar si los criterios que han de
presidir el otorgamiento de la autorización prevista en. la

. Disposición transitoria cuarta de la Ley aragonesa vulne­
ran. por su amplitud e imprecisión, el derecho constitucio­
nal a la libertad de empresa (o. podría añadirse. la reserva
de la Ley en materia de comercio interior. configurada por
el art. 51.3 C.E.). Ta!11bién en las Sentencias referidas se
aborda el mismo problema.

. La disposición impugnada. ciertamente. establece
unos criterios genéricos (<<aportación a la mejora de las
estructuras comerciales a la zona; localización del estable­
cimiento proyectado en relación con las características del
equipamiento comercial en su zona de influencia; las pre­
visiones de ocupación de suelo y cualesquiera otras rela­
cionadas con el urbanismo comercial en general))). coin­
cideHtes eH pal te eOIl los fijados ell la Ley eatala-
na 3/1987. Mas. con independencia de quetales criterios
habrán de detallarse en el Plan General al que debe suje­
tarse la apertura de las grandes superficies (art. 14.2) -y
ello de acuerdo con los objetivos de dicho Plan señalados
en el art. 15.3-. la vigencia transitoria de los mismos en
los términos en que aparecen legalmente delineados no
propicia arbitrariedad alguna. como no la propicia el dise­
ño de conceptos jurídicos indeterminados que hayan de
integrar el canon de cualquier decisión administrativa. Por
consiguiente. no existe aquí ninguna dificultad insuperable
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para un eventual control jurisdiccional de las resoluciones
de las comisiones provinciales durante el período de tran­
sitoriedad. l:stas resoluciones han de hallarse fundadas y
sinresJX)nderriO sólo a los criterios mencionados. sino
también. y congruentemente. cea los datos y documentos
.de cualquier clase utilizados en ·Ia tramitación· del expe­
diente». según perceptúa la norma recurrida. No se obser­
va. así. I.a infracción constitucional que se denuncia. por
lo que este motivo impugnatorio debe ser desestimado.

7.. El arto 56 dela Ley ara.gonesa tipifica como infrac­
ciones administrativas en materia de actividad comercial
una série de condlJctas contrarias a lo establecido en las
disposiciones anteriores delplislTl.() cuerpo legaL El Abo­
gado del Estado impugna. POr cOl1exión. los apartados b).
k).I)y r). . ..... .. .-

1;1 apartado b). referente al «incumplimiento de la nor­
mativa excepcional prevista en, elart.6» -es decir. la rela­
tivaalalimitación de los horarios co,merciales.....debe.en
efecto. declararse inconstitucional. dada su conexión con
el arto 6:2 de la Ley. .' - ..

El apartado k). atinente a cela práctica de ventas por
inercia. prohibidas por el arto 24» es. en cambio.constitu­
cionalmente, legítimo. cO'1gruentemente con la.licitud de
la regulación del primer inciso del precepto con el que se
corresponde.

El apartado 1). concerniente al «desarrollo de las ventas
en cadena. prohibidas por elart.. 25» resulta conforme con
la Constitución. pues ningún reproche merece el precepto
con el que se conecta. "

Por último. elapartado r). relativo al ((incumplimiento
de los requisitos que para las ventas apérdidase co'l1tienen
en el arto 39». sólo puedeci~c1ararse inconstitucional por
conexión conlas-Ietras a) y b) del art.39. lo que implica
que dicho apartado. redactado en términos más amplios.
no cabe que sea declarado nulo.

FALLO

En atención ~ todo lo expuesto. el TribunalConstitu­
-ciona!. POR LA AUTORIDAD QUE lE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACION ESPAÑOLA.

Ha decididó

Estimar parcialmente el presente recurso de inconsti­
tucionalidad y. en consecuencia:

1.° Declarar la inconstituCionalidad y consiguiénte
nulidad de los arts. 6.2. 24 (último inciso: ceen tales supues­
tos la persona a quien van dirigidos los bienes; productos
y servicios Ilocontraen'ni{)gunaobligación de pago. dep&
sita o restitución de los objetos o documentación»). 30.2.
35. 39.3 a) y b) Y 56 b) de la Ley de las Cortes de Ara·

ón 9 1989. de 5de octubre. de Ordenación de la Acti-
vidadComercial en Aragon.

2.° Declarar queel arto 56 r) de dicha Leyes incons­
titucional sólo en su conexión con los apartados a)y b) del
art.39.3.

3.° Desestimar el recurso en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a veintidós de julio de mil novecientos
noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.
Luis López Guerra. Fernando García-Mon y González~Re­

gueral. Carlos de la Vega Benayas. EUgenio Díaz EilTlil. José
Gabaldón López. Rafael' de Mendizábal Allende. Julio Die­
go González Campos. Pedro Cruz VillaIón. Caries Viver
Pi-Sunyer.-Firmado y rubricado.

Voto particularque formula el Magistrado don CarIes Viver
Pi-Sunyer a la Sentencia dictada en el recurso deincons­
titucionalidadhúm. 138/90. al que se adhieren'los Magis­
trados don Carlos de la Vega Benayas, don José Gabaldón

López y don Rafael de Mendizábal Allende
Mi disentimiento cori la presente Sentencia se refiere.

fundamentalmente. a la aceptación del carácter básico del
art. 5.1 del Real Decreto-Iey 2/1985 (que proclama la
libertad de'horarios comerciales) y la consiguiente decla­
ración de inconstitucionalidad y nulidad delart. 6.2 de la
Ley de las Cortes de Aragón 9/1989. de5 de octubre. de
Ordenación de la Actividad Comercial en Aragón.

Los 'motivos de mi discrepancia son. en esencia, los
mismos que los que, ya expuse en el Voto Particular a la
Setencia dictada en los recursos de inconstitucionalidad '
acumuladosnúms. 418/87 y 421/87 yen las cuestiones
de inconstitucionalida4-núms.l.902/91yl.904j91.
Dada la publicidad formal de la que gozan las Sentencias
y los Votos Particulares de este Tribunatnci es necesario
reproducir ahora lo que allí se dijo. Basta. pues. con remi­
tirse en bloquea lo que se expone en el Voto Particular
citado.

.Dado enMadrid. aveintidós de julio de mil novecíentos
noventa y tres.-Firmado: Caries VivefPi-Sunyer. Carlos de
la Vega Benayas.José GabaldÓnLópez.·Rafael de Men­
dizábal Allende...,..RubricadQ.

21436 Sala Segunda. Sentencia 265/1993. de 26 de
julio de 1993, Rec:urso de amparo electo­
raI2.327/1993. Contra Sentencia de la Sala
de lo C;ontencioso-Administrativo del Tribunal
Supremo. que desestimó reCurso contencio­
so-electqra/ interpuesto por el Centro Democrá­
tico y Social contra la proclamación de electos
al Congreso de Diputados realizada por la Junta
Electoral Provincial de Madrid. Supuesta vulne­
ración del derecho a acceder en condición de
igualdad a los cargos públicos.

La Sala Segunda del Tribunal· Constitucional. com­
puesta por don Luis LópE:lz Guerra. Presidente;donEugenio
Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo. don José Gabal­
dón López. don Julio Diego González Cam.pos y don Caries
Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunéiado

EN NOMBRE DEL REY

I~ siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo electora.1 núm. 2.327/93:

Luis Ortiz-Cañabate y Puig-Mauri. en nombre y represen­
tación de don Rafael Calvo Ortega. candidato al CongresO .
por el partido político Centro Democráticoy Social (C.D.S.).
en la circunscripción electorat de Madrid. eolas elecciones
a Cortes Generales celebradasel6de junio de 1993. asis­
tido del Letrado don Salvador Salort Just contra la Sen­
tencia de 13 de julio de 1993 de la Sección Séptima de
la Sala de lo ,Contencioso-Administrativo del Tribunal
Supremo. que desestimó el recurso contencioso-electcr
ral 498/93. interpuesto por el Centro Democrático. Y,
Social contra la proclamación de electos al Congreso de
Diputados realizada por la Junta Electoral Provincial de
Madrid. Han sido parte el Partido Socialista Obrero Español­
(P.S.O.E.) y el Partido Popular (P.P.). representados. respec­
tivamente. por los Procuradores don Roberto P. Granizo
Palomeque y don Argimiro Vázquez Guillén, comparecien-


